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Resumen: El 11 de mayo de 2018 se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación, la tesis jurisprudencial 2a./J. 40/2018.1 Dicha tesis confirma 
que para ser designado asesor de las partes dentro de un juicio agrario, es 
innecesario contar con título profesional que lo acredite como licenciado 
en derecho. Del texto de la jurisprudencia citada se advierte que, una de 
las partes puede nombrar su asesor a un abogado titulado, mientras que 
la contraparte incluso puede designar como su asesor a un estudiante o 
un pasante de la Licenciatura en Derecho, sin que ello implique una vio-
lación a las formalidades del procedimiento agrario. Consecuentemente, 
dicho criterio permite se continúe en todas sus etapas el juicio agrario, al 
considerar que existe igualdad procesal.

*  Recibido el 13 de febrero de 2021 y aceptado para su publicación el 15 de marzo de 2021.
**  Profesor de derecho agrario en la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de 

Baja California.
1  Dicho criterio jurisprudencial corresponde a la ejecutoria pronunciada dentro del expe-

diente relativo a la contradicción de tesis 326/2017
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A raíz de lo anterior, se considera necesario abordar el estudio de los 
razonamientos expuestos y la conclusión a la que llegó el más alto tribunal 
del país, analizándolos a la luz del principio de defensa técnica y adecuada.

Palabras clave: jurisprudencia, asesor, igualdad procesal, proceso agrario, 
abogado.

Abstract: On May 11, 2018, the jurisprudential thesis 2a./J was pub-
lished in the Federal Judicial Weekly. 40/2018. This thesis confirms that 
to be appointed advisor to the parties within an agrarian trial, it is un-
necessary to have a professional title that accredits him as a Law Gradu-
ate. From the text of  the aforementioned jurisprudence, it is noted that 
one of  the parties can appoint a qualified Lawyer as its advisor, while 
the other party can even appoint a student or an intern of  the Law De-
gree as its advisor without implying a violation of  the formalities of  the 
agrarian procedure. Consequently, said criterion allows the agrarian trial 
to continue in all its stages, considering that there is procedural equality.

As a result of  the foregoing, it is considered necessary to study the 
reasoning presented and the conclusion reached by the highest court in 
the country, analyzing them in light of  the principle of  technical and 
adequate defense.

Keywords: jurisprudence, advisor, procedural equality, agrarian process, 
Lawyer.

Résumé: Le 11 mai 2018, la thèse jurisprudentielle 2a./J a été publiée 
dans l’Hebdomadaire Fédéral Judiciaire. 40/2018. Cette thèse confirme 
que pour être nommé conseiller des parties dans le cadre d’un procès 
agraire, il n’est pas nécessaire d’avoir un titre professionnel qui l’accrédite 
en tant que diplômé en droit. D’après le texte de la jurisprudence citée, il 
est à noter que l’une des parties peut nommer un avocat qualifié comme 
son conseiller, tandis que l’autre partie peut même désigner un étudiant 
ou un stagiaire du diplôme en droit comme son conseiller sans impliquer 
une violation de la formalité de la procédure agraire. Par conséquent, 
ledit critère permet au procès agraire de se poursuivre dans toutes ses 
étapes, considérant qu’il y a égalité procédurale.

En raison de ce qui précède, il est jugé nécessaire d’étudier le raison-
nement présenté et la conclusion de la plus haute juridiction du pays, en 
les analysant à la lumière du principe de la défense technique et adéquate.

Mots-clés: jurisprudence, conseiller, égalité procédurale, processus agraire, 
avocat.
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Sumario: I. Antecedentes de la jurisprudencia 2a./J. 40/2018. II. Resolución 
de la jurisprudencia. III. Derecho de defensa técnica y adecuada IV. Principio de 

igualdad procesal. V. Consideraciones finales. VI. Fuentes de consulta.

I. Antecedentes de la jurisprudencia 2a./j. 40/2018

1. Criterios sustentantes

El criterio jurisprudencial indicado surge de una contradicción de tesis 
entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Ter-

cer Circuito, ahora Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administra-
tiva de dicho circuito, contra el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito.

La primera tesis indicada señala:

…pues es evidente que el asesor designado, en principio, a diferencia de 
lo manifestado por los propios quejosos en la audiencia de siete de marzo 
de dos mil cinco ya referida, no es abogado, pues de ordinario por tal se 
entiende al licenciado en derecho, calidad que el plurinombrado no tiene, 
debiendo destacarse que si bien el numeral 179, no exige de manera expresa 
que el asesor designado sea licenciado en derecho, siendo la asesoría jurídi-
ca, según la Enciclopedia Jurídica Mexicana del Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, segunda edición, 
Porrúa, México 2004, t. A-B, p. 390, «el patrocinio que proporcionan los 
abogados, tanto privados como los que prestan servicio en el sector público, 
a las personas que requieren de sus conocimientos técnicos para resolver 
problemas jurídicos y procesales»; resulta inconcuso que el asesor debe en-
tenderse como individuo presumiblemente “capaz”, desde los puntos de 
vista jurídico y gramatical, porque la Constitución quiere que el nombrado 
por las partes en el procedimiento agrario merezca confianza buscando el 
beneficio del asesorado.

Respecto a la segunda tesis, toralmente concluye:

…es resaltable que aun considerándose que dicha constancia sólo posiciona 
como un estudiante de la licenciatura en derecho, a la referida persona que 
en el juicio agrario fungió como asesor jurídico de las quejosas, ello no pue-
de ser óbice para desvirtuar el ya precisado planteamiento de impugnación 
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del primer concepto de violación, toda vez que, como se ha visto, la debida 
intelección del artículo 179 de la Ley Agraria, en adminiculación con los 
numerales 17 y 27, fracción XIX, constitucionales, conlleva a concluir que 
es suficiente para satisfacer la asesoría jurídica que busca garantizar el pri-
mer dispositivo, la participación de dicho estudiante de derecho, sin que se 
requiera para ello la necesaria intervención de abogado titulado y con cédula 
profesional, ya que no lo exige así expresamente el normativo de mérito.

2. Pronunciamiento de la Segunda Sala en torno 
a la existencia o no de contradicción de criterios

El órgano colegiado determinó como incuestionable la existencia de crite-
rios contrarios, señalando como objeto de resolución si en términos del artículo 
179 de la Ley Agraria, se actualizaba o no la violación a las formalidades del 
procedimiento, cuando una de las partes sea representada por un abogado titu-
lado y la otra por un estudiante o pasante de la Licenciatura en Derecho.

II. Resolución de la Jurisprudencia

Dentro del análisis realizado, se consideró necesario señalar que el artículo 
179 de la Ley Agraria se encuentra integrado por dos partes. La primera de ellas, 
“Será optativo para las partes acudir asesoradas”, porción normativa de la cual 
dedujeron que es derecho de los contendientes decidir si acuden con asesor o 
no al proceso agrario, sin que implique consecuencia negativa a las partes el 
hecho de acudir sin asesoría ante el Tribunal Agrario.

Por lo que hace a la segunda parte del precepto legal referido, se integra del 
resto del texto que a la letra reza: “En caso de que una de las partes se encuen-
tre asesorada y la otra no, con suspensión del procedimiento, se solicitarán 
de inmediato los servicios de un defensor de la Procuraduría Agraria, el cual, 
para enterarse del asunto, gozará de cinco días, contados a partir de la fecha 
en que se apersone al procedimiento”.

Hipótesis que a su juicio se actualiza cuando las partes no son coinciden-
tes en el ejercicio de la facultad por acudir asesoradas. Es decir, cuando una 
de las partes opta por acudir asesorada y la otra sin asesoría es cuando se 
activa el mecanismo de la suspensión del procedimiento para salvaguardar la 
equidad procesal. Por lo cual resulta, aplicable la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
41/2006, de esa misma Segunda Sala, “Procedimiento agrario. Debe 
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suspenderse en términos del artículo 179 de la ley agraria, cuan-
do al celebrarse la audiencia de pruebas y alegatos, una de las 
partes se encuentra asesorada y la otra no”.

Posteriormente, analizaron que el artículo en estudio y la Ley Agraria no 
establecen como requisito necesario que el asesor designado por las partes 
deba ser un profesional titulado en derecho. Además, la Ley Reglamentaria 
del Artículo 5o. Constitucional, relativo al Ejercicio de las Profesiones en la 
Ciudad de México, señala expresamente que en asuntos agrarios quedan ex-
ceptuados de necesitar título profesional para ejercer como asesores.

Bajo ese orden de ideas, y en el caso concreto, se consideró que al regirse la 
representación jurídica por las disposiciones agrarias no es necesario que las 
autoridades exijan título profesional a quienes acudan en calidad de asesores 
de los interesados. Considerando que si en un juicio agrario una de las partes, 
en uso de la libertad que se le otorga por el numeral previamente indicado, de-
signa como asesor a un estudiante o pasante de la Licenciatura en Derecho, y 
su contraparte nombra a un abogado titulado como su asesor, no es necesario 
que se le designe al primero un defensor por parte de la Procuraduría Agraria, 
pues se vulneraría su libertad de elegir por quién desea ser asesorado, ya que 
se privilegia el vínculo de confianza que puede existir entre el interesado y su 
asesor, aunque este último no se encuentre titulado, lo que no sucede con un 
abogado desconocido, aunque cuente con cédula profesional.

Los ministros consideraron que el requisito previsto en el número 179 de 
la Ley Agraria implica que ambas partes acudan asesoradas, independiente-
mente si una de ellas es por un abogado y la otra por una persona que no 
cuente con título profesional. También se realizó un pronunciamiento, el cual 
señala que cuando el sujeto acude a asesorarse por una persona no titulada 
necesariamente queda en estado de indefensión significa prejuzgar la capaci-
dad de las personas para desarrollarse en ciertas áreas, a partir de que cuente 
o no con título profesional; estableciendo necesariamente que incluso pudiera 
llegar al extremo de cerciorarse si los asesores dominan o no la materia agra-
ria, con independencia de si son profesionistas.

Derivado de lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través 
de la segunda sala concluyó que, el artículo 179 de la Ley Agraria establece la 
facultad de las partes para acudir asesoradas al procedimiento agrario, siendo 
posible que una de las partes lo ejerza nombrando su asesor a un abogado 
titulado, y su contraparte designe a un estudiante o pasante en derecho. Lo 
anterior atendiendo a que no es un requisito legal contar con la autorización 
para ejercer la Licenciatura en Derecho que da un título profesional.
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III. Derecho de defensa técnica y adecuada

El derecho de defensa se relaciona al debido proceso y tutela judicial efec-
tiva. Además de considerarse un derecho humano, es un derecho fundamen-
tal. En este contexto, el derecho a recibir asesoría jurídica es parte del debido 
proceso y requisito esencial de validez de éste.

Consiste en la posibilidad jurídica y material de ejercer la defensa de los 
derechos e intereses de la persona, en juicio y ante las autoridades, de manera 
que se asegure la realización efectiva de los principios de igualdad de las par-
tes y de contradicción.2

Al respecto, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos señala que, “todas las personas son iguales ante los tribunales y las 
cortes de justicia, y toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con 
las debidas garantías por un tribunal competente […] para la determinación de 
sus derechos u obligaciones de carácter civil”.

La defensa material se entiende en dos acepciones: la primera, como el 
hecho de que el sujeto o contendiente directamente decida defenderse él mis-
mo; y la segunda, aquella defensa que se ve materializada en el proceso, es de-
cir, coloquialmente se determina cuando se realiza una defensa activa, cuando 
ofrece elementos o medios probatorios, etcétera. Respecto a la defensa téc-
nica, se puede considerar que cuando el sujeto tiene a cargo de su defensa a 
un licenciado en derecho. Mientras que la defensa técnica y adecuada suceda 
cuando se realiza por un especialista, es decir, va íntimamente relacionada al 
conocimiento de la materia en concreto, y directamente constreñida al actuar 
del licenciado en derecho en beneficio de la persona.

Lo anterior, atendiendo a que,

…de acuerdo con la Corte, el derecho de defensa no se agota con la sola 
presencia de un abogado en las actuaciones policiales o judiciales, sino que 
se requiere que sea eficaz, es decir que desarrolle sus funciones no sólo for-
malmente, sino que lleve efectivamente la defensa encargada; ello sólo será 
posible si la persona detenida cuenta con el tiempo y lugar adecuado para 
entrevistarse con su patrocinado, sin demora, sin interferencias, sin censura y 
en forma plenamente confidencial. Respecto a éste tema, García Ramírez ha 

2  Cruz Barney, Oscar, “Defensa a la defensa y abogacía de México, el derecho de defensa”, México, 
2015, disponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3878/7.pdf, consultado 
el 11 de febrero de 2021.
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dicho que la defensa del justiciable se refiere a la función misma de defensa 
y también al ejercicio de esta a través de distintos medios, destacando la pre-
sencia y actuación del defensor, que contribuye a integrar la “personalidad 
procesal” del justiciable.3

IV. Principio de igualdad procesal

Primeramente, se le concebía como “una equiparación de carácter formal 
de los contendientes… sin tomar en cuenta la situación real y las desigualda-
des económicas y culturales de los justiciables”.4 Sin embargo, con el paso del 
tiempo surgieron garantías constitucionales que permitieron se avanzara en la 
búsqueda de una igualdad real de las partes. Posteriormente se entendió que 
la igualdad procesal consistía “en dar un trato equilibrado entre las partes sin 
prácticas discriminatorias en ejercicio de los derechos procesales”.5

Actualmente puede considerarse que este principio y derecho, aplicado 
como igualdad procesal, no parece permitir ninguna posible distinción, aun 
cuando, como principio general, sean permitidas ciertas distinciones para sec-
tores de la población que por determinadas circunstancias se encuentran en 
situación de discriminación (conforme a la máxima “igualdad para los iguales 
y desigualdad para los desiguales”).6

Resulta indispensable el respeto de tal derecho humano-procesal, carecien-
do de sustento lógico-jurídico que un proceso jurisdiccional pueda tramitar 
y continuarse sin la existencia y respeto al principio de igualdad procesal. Lo 
anterior, toda vez “que el mismo alude a que el proceso debe ser equitativo, 
lo que conlleva un equilibro entre las partes, por lo que a cada una debe tener 

3  Salazar, Alonso y Montero, Diana, “Derecho de defensa en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/r32676.
pdf, consultado el 22 de enero de 2021.

4  Fix-Zamudio, Héctor, “Breves reflexiones sobre el asesoramiento jurídico y procesal, 
como institución de seguridad social”, p. 67; disponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/
www/bjv/libros/5/2124/5.pdf, consultado el 11 de febrero de 2021.

5  Morfín Corona, Jaime Rafael, “Evolución de las autoridades agrarias y de los principios 
procesales que rigen los juicios agrarios”, Revista de la Procuraduría Agraria estudio agrarios, Méxi-
co, núm. 33, septiembre-octubre de 2006; disponible en http://www.pa.gob.mx/publica/rev_33/
morfin.pdf, consultado el 11 de febrero de 2021.

6  Rodríguez Rescia, Víctor Manuel, “El debido proceso legal y la convención americana 
sobre los derechos humanos”, disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/a17762.pdf, con-
sultado el 11 de febrero de 2021.
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la posibilidad de presentar su causa en condiciones que no la coloquen en una 
situación de franca desventaja en relación con su contraria”.7

V. Consideraciones finales

En cierta medida es entendible y justificable la postura adoptada por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, en la que considera innecesario contar 
con título profesional que autorice el ejercicio de la Licenciatura en Derecho 
para ser nombrado asesor de una o ambas partes.

Si bien es cierto que en algunas ocasiones la legislación nacional permite 
que la defensa la realice directamente el contendiente, y que el desconocimien-
to de la ley no exime de su cumplimiento, también resulta cierto que nadie está 
obligado a lo imposible. Tampoco se puede obligar a que todos conozcan a 
ciencia cierta el concepto y significado de los términos jurídicos, del proceso 
jurisdiccional, mismo que evidentemente es complejo, y sólo los peritos en la 
materia, siendo estos licenciados en derecho, son quienes se encuentran en ap-
titudes de entender y conocer a la perfección cuestiones inherentes al ejercicio 
de su profesión. Sin demeritar las capacidades del resto de las personas que no 
cuentan con una cédula profesional que los autoriza para ejercer tal licencia-
tura, pero por regla general éstas son ajenas a los tecnicismos, conocimientos, 
figuras, consecuencias y procesos jurídicos.

Consecuentemente, se considera que es el licenciado en derecho quien, en 
atención a su calidad y a la presumible pericia en derecho, resulta ser el idó-
neo para asegurar que no se vean violados los derechos fundamentales de su 
defendido o asesorado, ejerciendo las acciones legales y constitucionales que 
estime pertinentes, para garantizar su respeto ante violaciones o eventuales 
violaciones a sus derechos”.8

Debe recordarse que incluso la jurisprudencia en estudio permite que se 
designe como asesor jurídico en materia agraria a un estudiante de derecho. 
La Segunda Sala se limita a establecer que la igualdad procesal implica que 

7  Conforme al proyecto de sentencia del amparo en revisión 225/2019, emitida por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; disponible en https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/
listas/documento_dos/2019-06/ADR-225-2019-190618.pdf, consultada el 11 de febrero de 2021.

8  Conforme al proyecto de sentencia del amparo en revisión 2354/2014, emitida por la 
Tercera Sala en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla; disponi-
ble en: https://jurisprudencia.vlex.com.mx/vid/sentencia-corte-suprema-justicia-799734537, consultada 
el 11 de febrero de 2021.
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las partes estén asesoradas en igualdad de condiciones. Si bien el numeral 
179 de la Ley Agraria prevé que los contendientes pueden optar por acudir 
asesoradamente, al menos se debió entrar al análisis de si debe existir verda-
dera coincidencia en la elección. Es decir, si todas las partes optan por elegir 
como su asesor a un estudiante o a un abogado. Quizás en ese supuesto pueda 
considerarse respeto a la igualdad procesal. Esto en referencia “a la igualdad 
formal: la que establece la ley, tabla rasa, sin discriminación ni miramiento, 
que en su hora fue una inmensa conquista del ser humano”.9

A juicio de esta parte, tampoco es suficiente lo narrado en el párrafo ante-
rior. Toda vez que la jurisprudencia permite la continuación de un juicio don-
de un abogado asesora a una parte mientras que la otra, es asesorada por un 
pasante o estudiante de derecho, y sin que acredite este último haber cursado 
la asignatura de derecho agrario. Aunque resulta necesario explicar que cada 
vez son menos las instituciones que imparten la asignatura de derecho agrario.

Nombre de la Universidad

Contempla 
la asignatura 
de Derecho 
Agrario 

en el plan 
de estudios

Sitio de consulta

Universidad Autónoma 
de Aguascalientes No https://dgdp.uaa.mx/catalogo/ciencias 

_sociales_humanidades/lic_derecho.pdf
Universidad Autónoma 
de Baja California Obligatoria http://derecho.mxl.uabc.mx/derecho/

mapa/
Universidad Autónoma 
de Baja California Sur No http://www.uabcs.mx/ofertas/carrera 

/11 
Universidad Autónoma 
de Campeche Optativa https://fd.uacam.mx/view/paginas 

/2426 
Universidad Autónoma 
de Chiapas No https://www.uv.unach.mx/edistancia 

/558
Universidad Autónoma 
de Chihuahua Optativa http://fd.uach.mx/alumnos/2011/ 

06/13/mapa_curricular.pdf

9  García Ramírez, Sergio, “Temas de derecho”, Principios del procedimiento agrario ordinario, 
México, 2002; disponible en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/756/41.pdf, 
consultado en fecha 11 de febrero de 2021.
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Universidad Autónoma 
de Coahuila No http://www.admisiones.uadec.mx/as 

pirantes2/wf_materias_p.aspx

Universidad de Colima Obligatoria https://www.ucol.mx/oferta-educati 
va/oferta-superior-licenciatura,132.htm

Universidad Nacional 
Autónoma de México

Obligatoria 
y optativa

http://oferta.unam.mx/planestudios/
Derecho_plandeestudios-FDerecho19.
pdf

Universidad Juárez del 
Estado de Durango Obligatoria

https://www.ujed.mx/oferta-educati 
va/licenciado-en-derecho/plan-de-estu 
dios

Universidad Autónoma 
del Estado de México Obligatoria http://dep.uaemex.mx/portal/oferta.

php?doc=planes
Universidad de Guana-
juato No https://www.ugto.mx/licenciaturas/

por-orden-alfabetico-d/derecho

Universidad Autónoma 
del Estado de Hidalgo No

https://www.uaeh.edu.mx/campus/
icshu/investigacion/aadj/oferta/lic_de 
recho_2015.html

Universidad de Guada-
lajara Obligatoria http://guiadecarreras.udg.mx/licencia 

tura-en-derecho-o-abogado/
Universidad Michoa-
cana de San Nicolás de 
Hidalgo

Obligatoria http://www.themis.umich.mx/derecho 
/index.php/academias-materias

Universidad Autónoma 
del Estado de Morelos No

https://www.uaem.mx/admision-y-
oferta/nivel-superior/licenciatura-en-
derecho-virtual-mapa.pdf
https://www.uaem.mx/admision-y-
oferta/nivel-superior/licenciatura-en-
derecho-etapas.pdf

Universidad Autónoma 
de Nayarit Obligatoria

http://www.uan.edu.mx/d/a/oferta_ 
educativa/planes_de_estudio/mapa_
curricular_derecho.jpg

Universidad Autónoma 
de Nuevo León Obligatoria

https://www.uanl.mx/wp-content/up 
loads/2018/08/OK-Derecho-y-Cri 
minologia-Derecho-Malla-2-1.pdf

Universidad Autóno-
ma Benito Juárez de 
Oaxaca

Obligatoria http://www.derecho.uabjo.mx/licencia 
tura-en-derecho
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Benemérita Universidad 
Autónoma de Puebla Obligatoria

https://admision.buap.mx/sites/de 
fault/files/Planes%20de%20Estudio 
/2020/Sociales%20y%20Humanida 
des/Lic.%20en%20Derecho.pdf

Universidad Autónoma 
de Querétaro No https://www.uaq.mx/ofertaeducativa/

prog-derecho/mapa-ld.pdf

Universidad de Quinta-
na Roo Obligatoria

http://www.uqroo.mx/planes-de-
estudio/licenciaturas/chetumal/
licenciatura-en-derecho/

Universidad Autónoma 
de San Luis Potosí Obligatoria

http://www.derecho.uaslp.mx/Docu 
ments/Licenciatura/Licenciado%20en 
%20Derecho/Ret%c3%adcula%20
plan%202010-Dic%202014.pdf

Universidad Autónoma 
de Sinaloa Obligatoria http://carreras.uas.edu.mx/Derecho.

html

Universidad de Sonora Seminario
http://www.ofertaeducativa.uson.mx/
wp-content/uploads/2019/02/MC-
LD.pdf

Universidad Juárez Au-
tónoma de Tabasco Obligatoria

http://www.archivos.ujat.mx/2019/
div-dacsyh/lic-derecho/mapa-curricu 
lar.pdf

Universidad Autónoma 
de Tamaulipas Obligatoria

https://www.uat.edu.mx/SACD/
DDC/Documentos%20Curriculares/
LICENCIADO%20EN%20DE 
RECHO.pdf

Universidad Autónoma 
de Tlaxcala Optativa https://uatx.mx/oferta/licenciaturas/

derecho

Universidad Veracru-
zana No

https://www.uv.mx/oferta-educativa/
mapa-curricular/?programa=DERE-
08-E-CR

Universidad Autónoma 
de Yucatán No https://www.derecho.uady.mx/mefi.

php
Universidad Autónoma 
de Zacatecas

Página en 
servicio Página en servicio

Fuente: Elaboración propia.
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Aunado a lo antes dicho, debe tomarse en cuenta

…que la sociedad se caracteriza por las desigualdades sociales y económi-
cas, el derecho procesal agrario, y con él todo el proceso social, se realiza 
tomando como punto de partida la desigualdad social para alcanzar como 
meta la igualdad material o jurídica de las partes, mediante la realización de 
la justicia distributiva.10

Las anteriores consideraciones permiten colegir que es una exigencia fun-
dada que el magistrado del Tribunal Agrario no únicamente se asegure que las 
partes acudan asesoradas por un estudiante, pasante o licenciado en derecho, 
y que la elección sea coincidente. Incluso, resulta necesario que el titular del 
órgano jurisdiccional, al observar los planteamientos y el desarrollo dentro 
del desahogo de la audiencia de ley, se percate y asegure de que el asesor 
jurídico al menos conoce las reglas, figuras y principios elementales del de-
recho sustantivo y procesal agrario. La exigencia de esta parte tampoco llega 
al extremo de solicitar que el magistrado se cerciore de que los asesores sean 
peritos o tengan el mismo nivel de conocimiento, capacidades o habilidades, 
dado que se hace referencia a que no existan “ventajas ab initio, no a las que 
provienen de la experta defensa de alguna de las partes, frente a la torpe ac-
tuación de la otra”.11

Debe considerarse lo antes escrito, pero siempre atendiendo a que el de-
recho de defensa “constituye un derecho ilimitado, por ser un derecho fun-
damental absoluto”.12 Por tanto, esta parte considera insuficiente el esfuerzo 
e interpretación de la Corte para tutelar y respetar a cabalidad el principio 
de igualdad procesal y el derecho de defensa técnica y adecuada. El artículo 
179 de la Ley Agraria incuestionablemente señala el término asesor, haciendo 
referencia a la necesidad de una asesoría jurídica. Incluso, de no protegerse 
el derecho de defensa técnica y adecuada, y el principio de igualdad pro-
cesal, se corre el riesgo de que alguno de los contendientes quede en esta-
do de desventaja o indefensión en el juicio y “éste sería un mero simulacro 
de justicia: en realidad se habría prejuzgado y el procedimiento sólo serviría 
como apariencia para guarecer un resultado injusto”.

10  Ponce de León Armenta, Luis M., Derecho procesal, México, UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 1988, t. III, p. 2432.

11  Ibidem, p. 12.
12  Cruz Barney, Oscar, op. cit., p. 3.
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